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III. POLÍTICAS y prácticas COMERCIALES, POR MEDIDAS

1) Introducción

1. Desde 1986 Gambia ha venido realizando reformas que han liberalizado en cierta medida su régimen de comercio.  Ha desmantelado casi todas las restricciones cuantitativas del comercio.  Sólo se mantienen prohibiciones de las importaciones por motivos de seguridad, medio ambiente, salud y moral, así como en el marco de convenios internacionales en los que es parte.  La estructura arancelaria de 1998, con 30 tipos situados entre el 0 y el 90 por ciento, se sustituyó en 2000 por seis tipos que van del 0 al 18 por ciento.  El promedio simple de los aranceles NMF aplicados descendió del 13,6 al 12,7 por ciento;  el descenso fue relativamente pequeño, ya que, aunque todos los tipos que en 1998 excedían del 18 por ciento se redujeron a ese nivel, el número de líneas con derechos nulos descendió también del 28 por ciento de todas las líneas arancelarias al 16 por ciento.  Con arreglo a la estructura arancelaria vigente, el tipo máximo del 18 por ciento es el tipo modal, que se aplica al 56 por ciento de todas las líneas arancelarias de 8 dígitos del SA.  Por otra parte, se percibe un derecho de tramitación del 1,05 por ciento con respecto a todas las importaciones y se aplica un impuesto de la CEDEAO del 0,5 por ciento a las importaciones procedentes de países no pertenecientes a la CEDEAO.  Gambia aún aplica la Definición de Valor de Bruselas a efectos aduaneros.

2. Los principales impuestos internos aplicados a las importaciones son el impuesto sobre las ventas y el impuesto especial de consumo.  Este último se aplica, a diferentes tipos, a determinados productos y a las importaciones de jugos de fruta y bebidas no alcohólicas.  El impuesto sobre las ventas se aplica prácticamente a todos los bienes y servicios, normalmente a un tipo del 10 por ciento.  El impuesto tiene efectos discriminatorios contra las importaciones de alimentos y bebidas, que están sujetas al tipo uniforme, en tanto que los alimentos y las bebidas de producción nacional están exentos.  En 2001 los ingresos derivados de los impuestos y derechos aplicados al comercio internacional representaron el 53,4 por ciento de los ingresos públicos totales.  Se aplica un impuesto de exportación del 10 por ciento a todos los productos, salvo los diamantes, a los que se aplica un tipo del 3 por ciento;  están exentas las exportaciones de pescado, productos de pescado y cacahuetes, y todas las exportaciones destinadas a la Unión Europea.

3. Gambia ofrece incentivos para promover determinadas actividades y exportaciones, principalmente en forma de exenciones o reducciones de los derechos de aduana y los impuestos internos.  Tal vez los objetivos de esos incentivos no sean coherentes con la estructura general de los aranceles aplicados por Gambia.  Las disposiciones de la legislación aduanera vigente permiten amplias facultades discrecionales en la concesión de exenciones de derechos, lo que socava la transparencia de la estructura arancelaria, puede dar lugar a la búsqueda de rentas y obstaculiza la ambición del Gobierno -de la que es prueba la aprobación en 2001 de la legislación en materia de promoción de las inversiones y zonas francas- de racionalizar su estructura de incentivos y hacerla más transparente.  En 2002 las exenciones totales representaron cerca del 16 por ciento del valor de las importaciones de mercancías;  sólo el 20 por ciento, en valor, de las exenciones se concedió en virtud de las disposiciones de la Ley de Promoción de las Inversiones.

4. Gambia aplicó un programa de reforma y privatización de las empresas de propiedad estatal, en el marco del cual entre 1986 y 1994 se vendió el 60 por ciento de esas empresas.  Tras una pausa a raíz del golpe de Estado de 1994, el Gobierno inició en 2001 un enfoque dual con respecto a 16 empresas de propiedad estatal:  un primer grupo comprende las empresas -principalmente de servicios públicos- que necesitan una reforma sustancial y cuya privatización requeriría una mejora considerable de la capacidad normativa;  el segundo comprende las empresas de propiedad estatal que pueden cederse sin necesidad de introducir cambios normativos o legislativos importantes.  Desde 2001 no se han realizado progresos sustantivos en el marco del proceso de privatización.  El Gobierno proyecta adoptar legislación por la que se establezca una política de competencia y establecer una autoridad normativa multisectorial para reglamentar los servicios públicos privatizados.

5. Gambia no ha promulgado normas nacionales.  Las normas sanitarias y fitosanitarias se rigen por varios instrumentos legislativos dispares, lo que complica la aplicación y la elaboración de políticas.  Gambia no tiene legislación en materia de medidas comerciales correctivas especiales.  La legislación sobre la protección de la propiedad intelectual está poco desarrollada.  La protección de la propiedad industrial se realiza principalmente a través de la participación de Gambia en la Organización Regional Africana de la Propiedad Industrial.  En 2001 se adoptó nueva legislación en materia de contratación pública.

2) Medidas que afectan directamente a las importaciones

i) Registro y documentación

6. En virtud de las disposiciones de la Ley de Registro de Empresas, todos los importadores deben estar registrados como empresarios (capítulo II 4)).  Deben asimismo obtener un número de identificación fiscal (NIF), expedido por el Departamento de Finanzas y Asuntos Económicos, que ha de figurar en todas las declaraciones de aduanas.  Según las autoridades, el proceso para la obtención del NIF no dura más de 24 horas si toda la documentación está en orden.  Los importadores pueden, si lo desean, recurrir a transitarios.  Actualmente no hay reglamentaciones que regulen las actividades de estos últimos.

7. Las prescripciones en materia de documentación se han simplificado algo mediante el establecimiento de un documento administrativo único, que ha de utilizarse en todas las operaciones en las que intervengan las aduanas.  Ese documento sustituye a los múltiples formularios requeridos por la Ley de Aduanas e Impuestos Especiales de 1995, y se obtiene de la administración de aduanas al precio de 70 dalasis (D).  Los importadores deben dar en él una descripción de las mercancías importadas e indicar su valor.  Debe facilitarse asimismo un aviso de llegada y un conocimiento de embarque o carta de porte aéreo, así como una declaración por escrito del proveedor en el sentido de que la factura es correcta y contiene una declaración verdadera y completa del precio pagado por las mercancías y de que entre el proveedor y el importador no existe entendimiento alguno que afecte al precio, aparte de lo indicado expresamente en la factura.

8. Las mercancías que hayan de ser objeto de trasbordo y tránsito requieren, además del documento administrativo único, la presentación por quintuplicado de una declaración de entrada en la que se especifiquen, entre otras cosas, la ruta que se seguirá, la naturaleza de las mercancías y el medio de transporte, y la presentación de un manifiesto por duplicado.  Debe entregarse a las autoridades aduaneras una fianza equivalente a los derechos pagaderos por las mercancías en tránsito, que podrá recuperarse cuando se presenten pruebas a las autoridades (en un plazo de 30 días, en principio) de que las mercancías objeto de trasbordo han llegado a su destino final fuera de Gambia.  El comerciante no podrá emprender un nuevo trasbordo hasta que se haya completado el anterior.

ii) Procedimientos aduaneros

9. El Departamento de Finanzas y Asuntos Económicos está encargado de la administración de aduanas.  Se espera que a partir de mediados de 2004 se ocupe de esa tarea una autoridad fiscal independiente, que ha de establecerse.  Las principales oficinas de aduanas están informatizadas y utilizan el programa SIDUNEA (versión 2.7).

10. La inspección previa a la expedición, requerida en 1999 y 2000, no es ya obligatoria.  A su llegada, las mercancías se despachan en aduana, una vez cumplidas las prescripciones en materia de documentación (véase supra).  El tiempo necesario para el despacho de aduana es, en promedio, de 3 a 4 horas.  Las mercancías en tránsito han de almacenarse en un depósito
;  el proceso de almacenamiento debe supervisarlo un funcionario de aduanas.

11. Los derechos de aduana se pagan sobre el valor c.i.f. de las importaciones.  Gambia utiliza la Definición de Valor de Bruselas a efectos de valoración en aduana.  En la Ley del Arancel de Aduanas se define el valor como el precio que alcanzarían las mercancías importadas al venderse en el mercado libre de Gambia en el momento de la importación.  En la práctica, las autoridades aduaneras comparan sistemáticamente el valor de las mercancías declarado en el documento administrativo único, la factura y la lista de bultos con una lista informatizada de valores "indicativos" (es decir, de referencia).  Se elige siempre el valor más elevado, ya sea el valor de referencia o el valor declarado.  La aplicación de métodos de valoración compatibles con las normas de la OMC figura entre las necesidades de Gambia en materia de creación de capacidad (capítulo II 6) i)).

12. Las apelaciones o reclamaciones con respecto a una decisión adoptada por las autoridades aduaneras han de presentarse en primera instancia al Director General de Aduanas.  Si no se obtiene satisfacción, puede presentarse otra apelación o reclamación al Departamento de Finanzas y Asuntos Económicos.  Por lo general, esas acciones están relacionadas con el valor en aduana.

13. Gambia es miembro de la Organización Mundial de Aduanas.

iii) Aranceles y otros derechos y cargas

14. La política arancelaria de Gambia ha estado principalmente a cargo del Departamento de Finanzas y Asuntos Económicos, que está autorizado a establecer nuevos tipos arancelarios o modificar los existentes en cualquier momento del ejercicio financiero.  El Departamento de Comercio, Industria y Empleo también desempeña una función, aunque secundaria, en el establecimiento de la política arancelaria (capítulo II 2)).  Gambia adoptó el Sistema Armonizado en julio de 1993;  su Arancel consta de 5.025 líneas de 8 dígitos del SA.  Todos los derechos son ad valorem, salvo los aplicados a los combustibles, que son específicos.  No hay aranceles estacionales.

15. Además de los derechos de aduana, pueden aplicarse a las importaciones, según el caso, otros derechos e impuestos (un derecho de tramitación, el impuesto de la CEDEAO, el impuesto sobre las ventas y los impuestos especiales de consumo).  La proporción de los impuestos aplicados al comercio internacional con relación a los ingresos nacionales totales fue del 53,4 por ciento en 2001, frente al 63,4 por ciento en el ejercicio fiscal de 1995/96.  Si sólo se consideran los ingresos derivados de los derechos de aduana, esas proporciones fueron del 38,3 y el 41,2 por ciento, respectivamente.

a)
Estructura de los aranceles NMF

16. Entre 1998 y 2000 Gambia realizó reformas arancelarias:  su estructura arancelaria cambió de 30 tramos que iban del 0 al 90 por ciento a seis tipos de entre el 0 y el 18 por ciento.  Los tipos superiores al 18 por ciento (que afectaban al 49 por ciento aproximadamente de las líneas arancelarias) se redujeron a ese nivel;  al mismo tiempo, varios tipos nulos se elevaron al 10 por ciento, como consecuencia de lo cual el número de líneas exentas de derechos descendió del 28 por ciento aproximadamente de todas las líneas arancelarias a algo menos del 16 por ciento (cuadro III.1).  El promedio simple de los tipos arancelarios es del 12,7 por ciento, frente al 13,6 por ciento antes de las reformas.  El coeficiente de variación del 0,53 indica una dispersión relativamente moderada.  El tipo modal del 18 por ciento (el 56 por ciento de todas las líneas arancelarias) se aplica a casi todos los productos agropecuarios y productos alimenticios, los productos plásticos, determinados tipos de productos de caucho, el cuero y los productos de cuero, los productos de pasta de madera y papel (salvo los libros), determinados tipos de textiles (fibras sintéticas o artificiales, alfombras y tejidos), las prendas de vestir, el calzado, las herramientas de metal, determinados tipos de maquinaria y equipo eléctrico, los vehículos automóviles, la mayor parte del equipo científico y médico, los artículos de relojería, las armas y municiones, y los juguetes.

Cuadro III.1

Estructura de los aranceles NMF de Gambia, 2003

(Porcentaje)



2003
U.R.

1.
Líneas arancelarias consolidadas (porcentaje de todas las líneas arancelarias)
13,7
13,7

2.
Líneas arancelarias en régimen de franquicia (porcentaje de todas las líneas arancelarias)
15,5
0,0

3.
Aranceles no ad valorem (porcentaje de todas las líneas arancelarias)
0,4
0,0

4.
Contingentes arancelarios (porcentaje de todas las líneas arancelarias)
0,0
0,0

5.
Aranceles no ad valorem sin equivalente ad valorem (porcentaje de todas las líneas arancelarias)
0,4
0,0

6.
Promedio simple de los tipos arancelarios
12,7
102,0


Productos agrícolas (SA 01-24)
16,0
110.0


Productos no agrícolas (SA 25-97)
12,2
52.4


Productos agrícolas (definición de la OMC)a
15,3
103.6


Productos no agrícolas (definición de la OMC)b
12,3
58.3

7.
"Crestas" arancelarias nacionales (porcentaje de todas las líneas arancelarias)c
0,0
0,0

8.
"Crestas" arancelarias internacionales (porcentaje de todas las líneas arancelarias)d
55,6
100,0

9.
Desviación típica general de los tipos aplicados
6,7
22,8

10.
Tipos aplicados "de puro estorbo" (porcentaje de todas las líneas arancelarias)e
0,0
0,0

a
Acuerdo sobre la Agricultura de la OMC.

b
Excluido el petróleo.

c
Las crestas arancelarias nacionales se definen como los tipos iguales o superiores al triple del promedio simple de todos los tipos aplicados (indicador 6).

d
Las crestas arancelarias internacionales se definen como los tipos superiores al 15 por ciento.

e
Los tipos "de puro estorbo" son los superiores a cero pero inferiores o iguales al 2 por ciento.

Fuente:
Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos proporcionados por las autoridades de Gambia.

17. Casi la cuarta parte de la totalidad de las líneas arancelarias está sujeta a un arancel del 10 por ciento.  Ese tipo se aplica a determinados minerales y productos químicos, a la madera y la mayor parte de las manufacturas de madera, a determinados textiles (especialmente, lana, algodón y tejidos de algodón), a determinadas manufacturas de piedra, al vidrio y las manufacturas de vidrio, y a casi todos los metales comunes y las manufacturas de metal.  El tipo cero se aplica principalmente a los productos químicos inorgánicos, a determinados combustibles minerales y materias bituminosas, a los abonos, y a la mayor parte de la maquinaria y los aparatos mecánicos.  El tipo del 5 por ciento se aplica casi enteramente a los productos que anteriormente entraban con franquicia arancelaria, como los animales vivos, los productos lácteos, determinados minerales y determinados tipos de metal.

18. La agricultura (División 1 de la CIIU
, Revisión 2) es el sector más protegido:  el tipo arancelario medio es del 14,4 por ciento.  Corresponde a este sector la proporción más elevada de líneas arancelarias sujetas al tipo máximo del 18 por ciento (gráfico III.1), que se aplica, entre otros productos, a los productos cárnicos, el pescado y los productos de pescado, los cereales, las legumbres y hortalizas, y los frutos comestibles.  Cabe atribuir en parte ese nivel comparativamente elevado de protección a la intención del Gobierno de estimular la producción agropecuaria nacional.  Puede ser también fuente de un sesgo contrario a la exportación para posibles productores de productos de un alto grado de elaboración.  La explotación de minas y canteras es el sector menos protegido, con un arancel medio del 7,7 por ciento;  el arancel medio aplicado a las manufacturas es del 12,8 por ciento.  El arancel medio es del 15,3 por ciento en el caso de los productos agrícolas, utilizando la definición de la OMC, y del 12,3 por ciento en el de los productos no agrícolas.
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Gráfico III.2

Progresividad arancelaria, por partidas de 2 dígitos de la CIIU, 2003

Porcentaje

Fuente

: Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos facilitados por las autoridades de Gambia.

Materias primas

Prod. semielaborados

Prod. totalmente elaborados


19. El desglose de las líneas arancelarias de 2 dígitos revela que las pautas generales de la progresividad son mixtas (gráfico III.2).  La progresividad arancelaria es negativa de la primera a la segunda etapa de elaboración, con un arancel medio del 12,8 por ciento en el caso de la primera y del 11,3 por ciento en el de la segunda;  en cambio, la progresividad de la segunda a la última etapa de elaboración es positiva, al pasar el arancel medio del 11,3 al 13,6 por ciento.  Esas pautas reflejan en gran medida las observadas en el caso de los textiles, las prendas de vestir y el cuero;  los productos químicos, el petróleo, el carbón, el caucho y los productos plásticos;  y otros productos minerales no metálicos.  La progresividad es negativa en el caso del papel y los productos editoriales y de otras industrias gráficas, y "otras industrias manufactureras";  es positiva, en cambio, en el caso de la fabricación de alimentos, bebidas y tabaco;  la madera y los productos de madera;  y las industrias de metales comunes.  A excepción de estos tres últimos grupos de actividades y dejando aparte las concesiones arancelarias y otros incentivos que puedan otorgarse, la estructura arancelaria general presenta un sesgo contrario a la inversión en la fabricación de productos semiacabados.  Por consiguiente, ello limita la diversificación de la base de exportación de Gambia.
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Gráfico III.1

Distribución de los aranceles NMF, por sectores (definiciones de la CIIU1)

a

, 2003

a              Los rótulos indican proporción por sector.  Debido a los derechos no 

ad valorem

, pueden no sumar 100%.

Fuente

:  Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos proporcionados por las autoridades de Gambia.



Número de líneas


20. Durante la Ronda Uruguay Gambia consolidó los aranceles con respecto a un reducido número de productos no agrícolas.  Los tipos consolidados van del 30 por ciento en el caso de los vehículos de servicios de pasajeros al 40 por ciento en el de los diamantes y otras piedras preciosas y al 80 por ciento en el de los vehículos automóviles privados.  Los aranceles respecto de todos los productos agrícolas se consolidaron en un tipo máximo del 110 por ciento, excepto en el caso de determinados productos cuyos aranceles se consolidaron en un nivel más bajo.  Entre esos productos figuran determinados alcoholes acílicos (20 por ciento), las pieles y los cueros (20 por ciento) y determinados tejidos crudos (algodón, seda, lino y cáñamo), con respecto a los cuales los tipos consolidados varían del 25 al 40 por ciento.  Gambia no hacía concesiones arancelarias antes de la Ronda Uruguay.

21. Es probable que la participación de Gambia en el establecimiento de una unión aduanera de la CEDEAO genere presiones para que se realice una nueva reestructuración de su Arancel, que tendría que armonizarse con el arancel exterior común negociado entre los miembros.  Ello entrañaría una modificación de los tipos, con inclusión de un aumento del tipo máximo del 18 al 20 por ciento, así como de su alcance.

22. Los derechos específicos aplicados a las importaciones de productos del petróleo son de 63 D por litro en el caso del queroseno, 2,35 D por litro en el del gasoil y 4,101 D por litro en el de la gasolina.

b)
Otros derechos y cargas

23. Se aplica un derecho de tramitación del 1,05 por ciento a todas las importaciones y un impuesto de la CEDEAO del 0,5 por ciento a las importaciones originarias de países no pertenecientes a la CEDEAO.  Ambos se aplican sobre el valor en aduana.

24. El principal impuesto interno aplicado a las mercancías importadas es el impuesto sobre las ventas, que se aplica prácticamente a todos los bienes y servicios.  El tipo normal es del 10 por ciento, en tanto que los servicios de telecomunicaciones suministrados por GAMTEL están sujetos a un tipo del 15 por ciento.  El impuesto se percibe sobre el precio c.i.f. de las importaciones más los derechos de aduana;  se aplica a los precios de venta de los bienes de producción nacional.  El impuesto discrimina contra las importaciones de alimentos y bebidas, que están sujetas al tipo uniforme, en tanto que los alimentos y bebidas de producción nacional están exentos.  Están también exentos los medicamentos, el gas butano y las cocinas de gas, los libros de texto escolares, los alimentos para animales y los pollitos de un día importados.  Algunos productos están exentos según su uso final:  por ejemplo, el equipo de producción (excepto el material de oficina, los vehículos automóviles y los generadores eléctricos) y los productos semiacabados que las autoridades estimen se destinan a la producción de alimentos o bebidas elaborados no industriales y piensos.  No existe procedimiento alguno para verificar que las mercancías se destinan al uso final declarado.

25. Se aplica un impuesto especial de consumo a determinados productos, principalmente (según las autoridades) para compensar la pérdida de ingresos derivada de la reducción de los aranceles aplicados a determinados bienes de consumo y "artículos de lujo".  Se aplica a tipos específicos en el caso de los cigarrillos (50 D por kg), las bebidas espirituosas (50 D por litro), los vinos (25 D por litro), la cerveza (20 D por litro) y los jugos de fruta importados y las bebidas no alcohólicas (5 D por litro).  Los productos enlatados están sujetos a un tipo del 5 por ciento.  Se aplica un impuesto ambiental de 1.000 D a los vehículos de segunda mano.

26. Gambia ha consolidado los demás derechos y cargas (con respecto a los productos sujetos a consolidación arancelaria) en el 10 por ciento.

c)
Concesiones en materia de derechos e impuestos

27. Se otorgan concesiones en materia de derechos e impuestos con respecto a las importaciones en virtud de la Ley de Aduanas e Impuestos Especiales (y el correspondiente reglamento), la Ley del Arancel de Aduanas, la Ley de Promoción de las Inversiones y la Ley de Zonas Francas (para las concesiones ofrecidas en el marco de los dos últimos instrumentos, véanse las secciones 4) i) y 3) v)).  Aunque en la Ley del Arancel de Aduanas se prevé un sistema de devolución de derechos, actualmente no se aplica ese sistema.

28. La Ley de Aduanas e Impuestos Especiales otorga al Secretario de Estado de Finanzas y Asuntos Económicos considerables facultades discrecionales en la concesión de exenciones de derechos de aduana.  El único criterio específico es que el Secretario de Estado considere que la concesión de la exención es "justa y equitativa".  La solicitudes de exenciones o reducciones se presentan en primera instancia al Director General de Aduanas.  Existe un sistema de entrega directa, con arreglo al cual las mercancías pueden despacharse en aduana en espera de la concesión de una aprobación formal.

29. Las autoridades reconocen que es difícil determinar el valor de las exenciones aprobadas.  Los registros correspondientes a los años 1999-2002 parecen indicar que el valor anual total de las exenciones ascendió a 188 millones, 239,63 millones, 85,3 millones y 349,2 millones
 de dalasis (cifras equivalentes al 15,3, 17,01, 6,2 y 16,7 por ciento de las importaciones, respectivamente).  Es probable que el valor total habitualmente elevado de las exenciones concedidas, los fallos en los procedimientos de registro y el grado de facultades discrecionales existente en la concesión de exenciones o reducciones de derechos de aduana comprometan la transparencia y previsibilidad del régimen arancelario de Gambia.  Esas facultades discrecionales están también en contradicción con los intentos del Gobierno de racionalizar su sistema de incentivos, como demuestra la adopción de la Ley de Promoción de las Inversiones.  Por otra parte, el sistema de entrega directa complica la gestión fiscal, ya que pueden surgir dificultades que impidan la recuperación de los ingresos arancelarios debidos por las mercancías despachadas para las que finalmente no se haya concedido una exención.

d)
Preferencias arancelarias

30. Actualmente Gambia no concede preferencias arancelarias a ninguno de sus interlocutores comerciales.

iv) Normas de origen

31. En el Tratado de la CEDEAO se prevén normas de origen a efectos de la concesión de preferencias arancelarias (capítulo II 5) ii) b) y capítulo III 2) iii) d)).  Gambia no tiene normas de origen para otros fines.

v) Prohibiciones y controles a la importación y licencias de importación

32. Se aplican prohibiciones a la importación con respecto a los siguientes productos:  monedas o billetes falsos o que no sean de curso legal, artículos indecentes y pornografía, armas de fuego que no cuenten con la debida licencia, estupefacientes, esposas, diamantes en bruto o sin cortar, determinados tipos de gases tóxicos, y libros, periódicos o cualquier otro producto que, en opinión del Director General (bajo la dirección del Secretario de Estado de Finanzas y Asuntos Económicos), sea sedicioso, escandalice o sea contrario a la moral.  La aplicación por parte de Gambia de la Convención sobre el comercio internacional de especies amenazadas de fauna y flora silvestres (CITES) le ha llevado a prohibir las importaciones de marfil y artículos de marfil, pieles de animales silvestres, incluidas las de serpiente, y artículos fabricados con ellas, y conchas.

33. Se necesita licencia para la importación de armas de fuego y municiones, aves vivas, y máquinas para hacer llaves.  Se aplican controles a las importaciones de productos que contengan CFC, que debe examinar el Organismo Nacional del Medio Ambiente.

vi) Medidas antidumping, compensatorias y de salvaguardia

34. En septiembre de 2003 Gambia no tiene legislación en materia de medidas comerciales correctivas especiales ni ha adoptado medida alguna en esta esfera.

vii) Normas y otros requisitos técnicos

a)
Normas, pruebas y certificación

35. La Oficina de Normas y Protección del Consumidor, dependiente del Departamento de Comercio, Industria y Empleo, está encargada de la normalización, la metrología legal y la protección del consumidor.  La Oficina se financia íntegramente mediante subvenciones estatales.  Actualmente las únicas esferas sujetas a una legislación formal y a su aplicación son las de la metrología legal y el etiquetado a efectos de la protección del consumidor (sección c) infra), en el marco de las disposiciones de la Ley de Pesos y Medidas de 1979.  Hasta la fecha no se han establecido normas nacionales ni se han adoptado a nivel nacional normas internacionales.  Gambia no ha concluido acuerdos de reconocimiento mutuo.  Las autoridades reconocen que la falta de normas nacionales (aparte de las normas sanitarias y fitosanitarias) reduce su capacidad para responder de manera previsible a las preocupaciones internas relacionadas con la seguridad de los consumidores y limita también la capacidad de Gambia para desarrollar un sector de exportación competitivo sobre la base de una diversificación que abarque productos elaborados.  Se está elaborando un proyecto de Ley de Normas y Protección del Consumidor encaminado, entre otras cosas, al establecimiento de la Oficina de Normas y Protección del Consumidor como persona jurídica separada con el mandato de elaborar normas nacionales.  Hay que atender importantes necesidades en materia de creación de capacidad para que la nueva legislación cambie las cosas en la práctica (capítulo II 6)).

b)
Prescripciones sanitarias y fitosanitarias

36. Las prescripciones sanitarias y fitosanitarias se rigen por diversos instrumentos legislativos y están comprendidas en el ámbito de competencia de varias instituciones.  Esta dispersión ha dificultado la elaboración y aplicación de políticas.

37. El comercio de productos alimenticios, ya sean de origen vegetal o animal, está sujeto a las disposiciones de la Ley de Salud Pública de 1990, en virtud de la cual todas las importaciones de productos alimenticios deben presentarse al Departamento de Sanidad para su inspección.  También otros organismos, como el Organismo Nacional de Nutrición, deben controlar y supervisar las importaciones de productos alimenticios.  De conformidad con la Ley, antes de permitir la entrada en el país de cualquier producto alimenticio, un funcionario del Departamento de Sanidad debe examinar todo el envío y se ha de analizar una muestra en un laboratorio.  Los gastos de laboratorio corren a cargo del importador.  El incumplimiento se sanciona con una multa de 5.000 D y/o pena de prisión de hasta seis meses.  En la Ley no están reflejadas las normas establecidas en el Codex Alimentarius o por la Organización Internacional de Epizootias.
  El comercio de pescado y productos de pescado está sujeto a disposiciones específicas en el marco de la Ley de Pesca de 1991 y el Reglamento sobre la Pesca de 1995, que autorizan al Director de Pesca a supeditar la venta de ostras y mariscos al cumplimiento de procedimientos de depuración, purificación y destoxificación establecidos (capítulo IV 2) iii) c)).

38. La cuestión de los residuos de productos químicos y plaguicidas en los productos alimenticios y sus efectos en la salud humana se aborda en la Ley de Control y Gestión de los Productos Químicos y Plaguicidas Peligrosos.  Se aborda también en ella la importación de productos químicos y plaguicidas en general.  En virtud de la Ley, el Gobierno tiene facultades para, entre otras cosas, establecer límites máximos de residuos de plaguicidas en los productos alimenticios.

39. Se está elaborando nueva legislación en materia de importación de productos alimenticios (una nueva Ley de Productos Alimenticios) y se prevé el establecimiento de una Junta de Control de los Productos Alimenticios que coordine la administración y aplicación de la Ley.  Una vez adoptada, la Ley llenará algunas de las lagunas existentes en la Ley de Salud Pública y reducirá el nivel de fragmentación en la elaboración y aplicación de políticas en esta esfera.  Las importaciones de productos alimenticios estarán sujetas a la obtención de certificados de los proveedores en los que se certifique que los productos cumplen todo código de conducta o norma que les sean aplicables, o, de no existir ese código o norma, que cumplen toda norma internacional establecida bajo la dirección de la Comisión del Codex Alimentarius.  Los proveedores deberán también demostrar que los productos no infringen la legislación vigente en el país de origen.  No se entregarán al importador los productos alimenticios a menos que se presente un informe de análisis en el que se certifique que el producto cumple las disposiciones de la Ley.  Los gastos de inspección correrán a cargo del importador.

40. La salud de los animales se aborda en la Ley de Epizootias de 1965 y la Ley de Ganadería, que otorgan a los inspectores veterinarios la facultad de inspeccionar a los animales, restringir los sacrificios con miras a prevenir enfermedades, y determinar si los animales sufren enfermedades y, de ser así, qué medidas deben adoptarse.  Ninguna de las Leyes contiene disposiciones en materia de cuarentena.  Algunas disposiciones de la Ley de Epizootias relacionadas con la inspección se superponen con las de la Ley de Salud Pública y esa falta de claridad obstaculiza la aplicación.

41. Las cuestiones fitosanitarias se abordan principalmente en la Ley de Importación de Plantas y su Reglamentación de 1936 y la Ley de Prevención de Daños, causados por Plagas de 1962.  En virtud de esas Leyes, el Departamento de Agricultura tiene el mandato de controlar y supervisar las importaciones de plantas y materias vegetales.  Ese Departamento lleva a cabo pruebas de muestras para verificar que las importaciones están libres de infestación antes de expedir un certificado fitosanitario en el caso de las exportaciones o un certificado de aprobación en el de las importaciones;  este último se exige para demostrar que los productos que se importan no sufren infecciones ni daños y son, por tanto, aptos para el despacho.  Los derechos de inspección dependen del tipo y la cantidad de los productos importados y del tipo de análisis que haya de realizarse;  se sitúan entre 10 y 500 D por envío.  Se cobran otros 50 D por la expedición de un permiso de importación.  La fumigación de los envíos infestados cuesta 100 D por tonelada.  Las multas por incumplimiento varían entre 1.000 y 2.000 D en el marco de la Ley de Importación de Plantas y su Reglamentación, y entre 100 y 200 libras en el marco de la Ley de Prevención de Daños causados por Plagas.

42. Se está estableciendo un Servicio de Protección Fitosanitaria para realizar análisis de residuos de plaguicidas.  Actualmente el Gobierno está considerando un proyecto de Ley de Cuarentena Fitosanitaria, cuyas disposiciones estarían en conformidad con las prescripciones de la Convención Internacional de Protección Fitosanitaria (CIPF).  En el marco del proyecto de Ley, el Departamento de Agricultura tiene el mandato de exigir que la importación de determinadas plantas o materias vegetales quede supeditada a la presentación de un certificado fitosanitario expedido por el país exportador, basado en el modelo de la CIPF.

c)
Marcado, etiquetado y envasado

43. Los alimentos importados en bolsas y paquetes deben llevar etiquetas claras en las que se indiquen, entre otras cosas, el nombre y la naturaleza del producto, la lista de ingredientes, su peso neto, el nombre y la dirección del fabricante, el país de origen y las fechas de producción y caducidad.  En la Ley de Control y Gestión de los Productos Químicos y Plaguicidas Peligrosos se exige que los plaguicidas y los productos químicos importados lleven etiquetas en las que se facilite información sobre el producto, se indiquen los procedimientos que han de seguirse para la adecuada manipulación y eliminación del producto, y se dé información sobre las medidas que deben adoptarse en caso de inhalación o ingestión.

44. En 2002 se redactaron directrices sobre las prescripciones en materia de control de la calidad de las importaciones y las exportaciones de productos alimenticios, pero aún no se han aplicado.  El principal objetivo de las directrices es el establecimiento de prescripciones en materia de etiquetado.  En principio, una vez se apliquen las directrices, no podrá importarse ni exportarse ningún producto alimenticio sin un certificado de conformidad.

viii) Contratación pública

45. En un esfuerzo por mejorar la transparencia de su régimen de contratación y aumentar la competencia entre los proveedores de bienes y servicios del Gobierno, en 2001 Gambia adoptó una Ley de Contratación Pública.  En ella se establecía la Autoridad de Contratación Pública, organismo gubernamental autónomo.  Su consejo de administración, nombrado por el Presidente, tiene el mandato de regular y vigilar todos los aspectos de la contratación en los que intervengan "organizaciones de contratación" (ministerios, organismos u órganos gubernamentales, órganos establecidos por ley, autoridades gubernamentales locales, empresas públicas y cualquier otra unidad de Gobierno).

46. Cada organización de contratación debe establecer un comité de contratos encargado de la aprobación de las invitaciones a licitar, la apertura de las ofertas y la formulación de recomendaciones basadas en su evaluación de las ofertas al Secretario de Estado pertinente (o al jefe de la organización de contratación).  Los comités de contratos se constituyen sobre la base de directrices establecidas por la Autoridad de Contratación Pública, a la que deben rendir informe cada mes y que a su vez informa al Gabinete.  Se requiere la autorización de la Autoridad de Contratación Pública en cada etapa del procedimiento de contratación -con inclusión de la licitación, la petición de propuestas, la adjudicación de contratos y la contratación directa- para contratos de valor superior a 3.500 D en el caso de los bienes y servicios o a 10.000 D en el de las obras.  En la Ley se prevé la modificación de la aplicación de sus procedimientos en los casos en que el Secretario de Estado de Defensa, previa aprobación del Secretario de Estado de Finanzas y Asuntos Económicos, determine que la contratación está relacionada con la seguridad o la defensa nacionales.  En la Ley se dispone también que, cuando sus disposiciones estén en conflicto con las normas de un donante u organismo de financiación y la aplicación de esas normas sea obligatoria en cumplimiento de una obligación contraída por el Gobierno, prevalecerán las normas del donante u organismo de financiación.

47. En la Ley se prevén varios métodos de licitación diferentes y se exige que, como norma, se realice la contratación mediante el procedimiento de licitación pública.  Las peticiones de ofertas se comunican a través de los medios de comunicación;  los plazos para las respuestas varían según el caso.  Las ofertas se abren en público y se comunica a todos los presentes -y, previa solicitud, a cualquier licitador que no esté presente en la apertura- el nombre de cada licitador y los precios de las ofertas presentadas.  Se permite la licitación restringida cuando los bienes, obras o servicios que han de contratarse sólo puedan obtenerse de un reducido número de proveedores que la organización de contratación conozca y cuando el tiempo y el costo de examinar un gran número de ofertas no guarden proporción con el valor de la contratación.  Si se cumplen ambos criterios, la organización de contratación determina si recurrirá o no a la licitación restringida.  Se permite la licitación "en dos etapas" cuando la organización de contratación necesita examinar y negociar diversas soluciones técnicas y contractuales con los licitadores antes de decidir las especificaciones finales y el pliego de condiciones de la licitación.  A reserva de la aprobación de la Autoridad de Contratación Pública, se permite la licitación directa si el valor estimado del contrato es inferior a 3.500 D en el caso de los bienes y servicios, y a 10.000 D en el de las obras;  si sólo un proveedor es técnicamente capaz de cumplir el contrato;  en casos de urgencia;  y si es necesario utilizar la misma fuente de abastecimiento por motivos de normalización.  Se permite la precalificación en el caso de contratos de obras grandes y complejas, equipo personalizado, instalaciones industriales, servicios especializados y contratos de alquiler llave en mano, y en el de contratación de diseño y construcción o gestión.  La precalificación puede utilizarse en el marco de cualquiera de los métodos de licitación.

48. En la Ley no se prevé expresamente ninguna preferencia por los proveedores nacionales en la adjudicación de los contratos.  Se dispone en ella que las ofertas se abran a licitación internacional cuando el valor estimado del contrato exceda de una cuantía establecida por las autoridades
;  cuando no pueda disponerse en Gambia de bienes, obras o servicios de tres proveedores por lo menos a precios y en condiciones competitivos;  o cuando no se encuentre proveedor mediante una licitación a nivel nacional.

49. Las decisiones sobre la adjudicación de contratos las adopta el Secretario de Estado pertinente (o el jefe de la organización), a reserva de la aprobación del Secretario de Estado de Finanzas y Asuntos Económicos.  En la Ley se prevé un procedimiento de apelación para cualquier licitador que considere ha sufrido, o es probable que sufra, pérdidas o daños por incumplimiento de una obligación impuesta por la Ley a la organización de contratación.  Antes de la entrada en vigor del contrato, las solicitudes de examen deben presentarse en primera instancia al jefe de la organización de contratación en un plazo de 10 días hábiles a contar de la fecha en que el licitador reclamante se haya dado cuenta o debería haberse dado cuenta del incumplimiento.  El jefe de la organización de contratación debe adoptar una decisión al respecto en un plazo de 10 días hábiles.  El licitador reclamante tiene derecho a presentar otra apelación a la Autoridad de Contratación Pública en un plazo de 10 días a contar de la fecha de la decisión de la organización de contratación.  Tras la entrada en vigor del contrato, las solicitudes de examen deben presentarse directamente a la Autoridad de Contratación Pública.  La presentación de una solicitud de examen da lugar a la suspensión del procedimiento de contratación durante 10 días hábiles (período que puede prorrogarse hasta 30 días hábiles si así lo decide la organización de contratación o la Autoridad de Contratación Pública), a menos que la organización de contratación certifique que el interés público requiere que prosiga el procedimiento.  Para resolver las reclamaciones, la Autoridad de Contratación Pública dispone de las siguientes medidas correctivas:  prohibir a la organización de contratación que actúe por decisión propia;  anular total o parcialmente todo acto o decisión no autorizados de una organización de contratación;  revocar la decisión adoptada por la organización de contratación o sustituirla por una decisión de la propia Autoridad de Contratación Pública;  y pagar al reclamante los gastos razonables ocasionados por su participación en el proceso de licitación.

50. El valor de los contratos públicos adjudicados en 2002 ascendió a 13,3 millones de euros.

ix) Prescripciones en materia de contenido nacional

51. Al otorgar un certificado de inversión especial (a modo de incentivo) en el marco de la Ley de Promoción de las Inversiones de 2001, uno de los factores que tiene en cuenta el Organismo de Promoción de las Inversiones y de Zonas Francas de Gambia es la medida en que el solicitante utilizará materias primas, suministros y servicios nacionales (secciones 3) v) y 4) i)).  No obstante, no se utiliza ningún punto de referencia cuantitativo formal y puede otorgarse a los inversores ese certificado si se estima que cumplen algunas de las demás prescripciones establecidas en la Ley (véase el capítulo II 4)).

x) Otras medidas

52. Gambia no aplica sanciones, aparte de las adoptadas por el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.  Tampoco mantiene reservas obligatorias.

53. Actualmente no hay en vigor ningún acuerdo oficial de comercio de compensación ni ningún acuerdo destinado a influir en la cantidad o el valor de los bienes y servicios exportados a Gambia.  Tampoco conocen las autoridades la existencia de acuerdos de ese tipo entre empresas gambianas y empresas extranjeras.  Gambia no ha adoptado ninguna medida por motivos de balanza de pagos.

3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Registro y documentación

54. No existen procedimientos especiales de registro o documentación para los exportadores, aparte de los exportadores de piedras preciosas, que necesitan una licencia.  Tampoco hay prescripciones en materia de cesión.

ii) Impuestos a la exportación

55. Se aplica un derecho de exportación del 10 por ciento a todos los productos, salvo los diamantes, que están sujetos a un impuesto del 3 por ciento;  están exentas las exportaciones de pescado, productos de pescado, cacahuetes y sus productos, y todas las exportaciones destinadas a la Unión Europea.

iii) Prohibiciones y controles de las exportaciones

56. Las prohibiciones, los controles y las limitaciones de las exportaciones los decide el Presidente.  La lista actual es idéntica a la de las importaciones prohibidas o restringidas.

iv) Subvenciones y financiación de las exportaciones y ayudas a la exportación

57. Los principales instrumentos de promoción de las exportaciones son la Ley de Aduanas e Impuestos Especiales (y el correspondiente reglamento), la Ley del Arancel de Aduanas, la Ley de Promoción de las Inversiones y la Ley de Zonas Francas.  Los incentivos revisten la forma de exenciones o reducciones de derechos e impuestos.

58. En la sección 4 i) infra se describen los incentivos previstos en la Ley de Promoción de las Inversiones.  En virtud de las disposiciones de la Ley, uno de los criterios que ha de tener en cuenta el Organismo de Promoción de las Inversiones y Zonas Francas de Gambia al otorgar certificados de inversión especial es el potencial de ingresos en concepto de exportaciones.  No obstante, no existe ninguna prescripción explícita de que, para poder beneficiarse de los incentivos, una empresa deba exportar un determinado porcentaje de su producción.  Ello contrasta con la anterior Ley de Desarrollo de 1988, en virtud de la cual los beneficiarios de incentivos estaban obligados a exportar el 50 por ciento, como mínimo, de su producción.

59. El Gobierno no proporciona financiación de las exportaciones ni participa en ella.  Tampoco mantiene ningún sistema de compensación por riesgos políticos.  Presta cierta ayuda financiera para que los hombres de negocios de Gambia participen en ferias comerciales, mediante el pago de los gastos de instalación de puestos o casetas y el pago de dietas.  El Gobierno proyecta también organizar ferias comerciales en el país, en colaboración con la Cámara de Comercio de Gambia.

v) Zonas francas

60. En la Ley de Zonas Francas y el reglamento conexo se especifican los incentivos ofrecidos a los agentes económicos establecidos en las zonas francas de Gambia:

-
exención de todos los impuestos y derechos de aduana pagaderos por todas las importaciones, a condición de que los productos importados se utilicen o vayan a utilizarse exclusivamente dentro de la zona
;

-
exención de los derechos de aduana, impuestos especiales de consumo e impuesto sobre las ventas aplicables a los artículos producidos o importados en cualquiera de las zonas, a menos que se introduzcan para su consumo en el territorio aduanero nacional;

-
exención de los derechos de importación aplicables a los bienes de capital;

-
exención total del impuesto sobre las sociedades o el impuesto sobre la renta durante los 10 primeros años a contar de la fecha de aprobación de la licencia en el caso de actividades comerciales realizadas en las zonas.  Tras esos 10 años, se fija el impuesto a un tipo no superior al 6 por ciento anual;

-
en el caso de actividades relacionadas con el turismo, el impuesto sobre las sociedades o el impuesto sobre la renta se aplican a un tipo del 10 por ciento durante los 20 primeros años y después al tipo normal;

-
retención total del impuesto sobre las sociedades o el impuesto sobre la renta con respecto a los dividendos y demás pagos durante el período de moratoria fiscal;

-
exención del pago de impuestos municipales;  y

-
los inversores de zonas francas estarán también exentos del impuesto sobre las rentas de trabajo u otras restricciones o prohibiciones al comercio de importación o exportación, salvo el comercio de armas de fuego, productos militares u otros productos ilícitos.

61. Las empresas de zonas francas deben exportar una proporción sustancial de su producción:  actualmente el Gobierno utiliza como punto de referencia indicativo el 70 por ciento.  El 30 por ciento restante puede venderse en el territorio aduanero de Gambia, en cuyo caso está sujeto a los derechos y cargas normalmente aplicables a las importaciones.

62. Hasta finales del año en curso se han otorgado licencias de empresa de zona franca a dos inversores y una licencia de promotor de zona franca a otro.  Esas empresas están en proceso de iniciar sus actividades.  No se han realizado hasta la fecha exportaciones en la zona.  Se estima que en un plazo de cinco años a partir del establecimiento de la zona franca se crearán directamente unos 1.000 puestos de trabajo en 20 empresas de zonas francas y que se crearán indirectamente otros 3.000 puestos mediante el establecimiento de relaciones con empresas que operan en las proximidades de la zona franca.  Hasta la fecha el Gobierno no ha adoptado medidas de política concretas para intensificar las relaciones entre las zonas francas y el resto de la economía de Gambia.

4) Medidas que afectan a la producción y al comercio

i) Incentivos

63. En el marco de la Ley de Promoción de las Inversiones de 2001, se ofrecen los siguientes incentivos a los inversores que soliciten la condición de inversor especial (capítulo II 4)):

-
exención del impuesto de retención en origen y el impuesto sobre los dividendos;

-
exención de los derechos de aduana aplicables a los bienes de capital, maquinaria, aparatos, y mobiliario y accesorios aprobados que se importen para su utilización en el proyecto o empresa, y a cantidades aprobadas de productos semiacabados, piezas de repuesto, materias primas y otros suministros destinados al proceso de producción;

-
exención del impuesto sobre las ventas aplicable a los productos importados mencionados supra;

-
exención del impuesto sobre el volumen de negocios;

-
asistencia en la asignación de terrenos para el emplazamiento de la inversión propuesta;

-
asignación por amortización acelerada durante los 10 primeros años.  Los edificios se deprecian anualmente un 10 por ciento y las instalaciones y los accesorios un 20 por ciento.  Otras instalaciones se depreciarán anualmente un 20 por ciento.

64. Entre los criterios que debe tener en cuenta el Organismo de Promoción de las Inversiones y de Zonas Francas de Gambia al otorgar incentivos figuran los siguientes:  capacidad de la empresa objeto de examen para contribuir a la generación de nuevos ingresos en divisas o ahorros de divisas mediante el aumento de las exportaciones o la sustitución de las importaciones;  y nivel de contenido nacional (materiales o servicios) de los bienes que se producirán o de los servicios que se suministrarán.

65. La actual estructura arancelaria de Gambia hace que el doble objetivo de los incentivos a la inversión -es decir, promover la utilización de productos primarios nacionales y fomentar las exportaciones de productos elaborados- sea mutuamente incompatible en las industrias en las que la progresividad arancelaria es negativa.  De hecho, en esas industrias el nivel de protección arancelaria prestado a las materias primas -que es el más elevado- crea un sesgo contrario a la exportación de productos elaborados, al reducir su competitividad en los mercados mundiales.  Ese sesgo puede corregirse mediante la concesión de exenciones de los derechos aplicables a los insumos importados, como se hace en virtud de la Ley de Promoción de las Inversiones, para que los exportadores de productos elaborados puedan tener acceso a los insumos a precios mundiales.  Pero ello, a su vez, implica que los productores de productos elaborados no utilizarán materias primas nacionales, que actualmente se producen a precios superiores a los del mercado mundial.

66. En 2002 las exenciones de derechos concedidas en el marco de la Ley de Promoción de las Inversiones representaron unos 70 millones de dalasis, o sea, el 20 por ciento de las exenciones totales otorgadas ese año.  

67. En virtud de la Ley del Petróleo, se ofrecen incentivos específicos a los titulares de licencias de producción de petróleo (véase el capítulo IV 3) i)).

ii) Empresas públicas y privatización

68. La reforma de las empresas públicas de Gambia se ha realizado en dos etapas:  de 1986 a 1994, y de 2001 en adelante.  La primera etapa se inició en el marco del Programa de Reforma Económica (1986-1994).  El doble objetivo era reducir la intervención estatal en las actividades de producción y disminuir la carga fiscal que representaban para el Gobierno las empresas públicas.  Mediante la utilización de diversos métodos se privatizaron parcial o totalmente 12 empresas públicas (el 60 por ciento aproximadamente del total).  Dos se liquidaron y tres fueron objeto de contratos de arrendamiento firmados por el Gobierno de Gambia con inversores nacionales o extranjeros (cuadros III.2 y III.3).

Cuadro III.2

Privatización ultimada en octubre de 2003

Empresa
Sector
Participación estatal
Modo de privatización
Ingresos del Gobierno resultantes de la privatización 
(millones de dalasis)

Standard Chartered Bank 
Banco comercial
15%
Suscripción pública
3,24

Compagnie Française de l'Afrique Occidentale
(CFAO)
Supermercado
21%
Suscripción pública
0,91

Gambia National Insurance Company (GNIC)
Seguros
100%
Combinación de licitación pública (51%), suscripción pública (34%) y plan de participación de los empleados en la propiedad de la empresa (15%) 
3

Gambia National Trading Company (NTC)
Comercio al por mayor y al por menor
100%
Combinación de suscripción pública y plan de participación de los empleados en la propiedad de la empresa
13,75

Sunwing Hotel 
Hotel
33,3%
Venta a un inversor extranjero
6,75 

Atlantic Hotel 
Hotel 
100%
Arrendamiento a un hotelero extranjeroa
450.000 £ anuales en concepto de arrendamiento, vinculado a la inflación

Nyambai Sawmill Government Department 
Elaboración de la madera
Subvención oficial anual de 200.000 D
Licitación pública
1,2

Livestock Marketing Board 
Mataderos y comercialización de la carne 
400.000 D
Licitación pública
1,3

Gambia National Tours Company 
Organización de viajes en grupo
100.000 D
Licitación pública;  compra por los directivos y empleados
862

Gambia Airways Limited
Explotación de líneas aéreas, expedición de billetes y servicios de aeropuerto
60%
Venta por el Gobierno del 11% de sus acciones a un interlocutor del sector privadob
3,17

Gambia Commercial and Development Bank 
Banca comercial y de desarrollo
5 millones de D
Recapitalización (7,7 millones de D), venta a un inversor extranjero
..

Gambia Utilities Corporation 
Empresa de servicios públicos de agua y electricidad
100%
Privatización de la gestión bajo contrato de arrendamiento


Gambia Produce Marketing Board
Comercialización, elaboración y exportación de cacahuetes
100%
Licitación internacional 
20 millones de D por la venta de activos principales, reabsorción de activos secundarios por el Gobiernoa

Gambia Cotton Company 
Desmotado del algodón
100%
Empresa conjunta con el Gobierno de Francia


Marine Dockyard 
Reparación de embarcaciones
100%
Contrato de arrendamiento
400.000 D anuales en concepto de arrendamiento 

Maintenance

Services Agency 
Reparación de automóviles
100%
Contrato de arrendamiento
Contrato de arrendamiento

Brikama Ice Plant 
Producción de bloques de hielo
100%, con ayuda de donaciones del Japón
Contrato de arrendamiento
48.000 D en concepto de arrendamiento

Pakalinding Ice Plant 
Producción de bloques de hielo
100%, con ayuda de donaciones del Japón
Contrato de arrendamiento
84.000 D en concepto de arrendamiento

Kanifing Brick Plant 
Producción de bloques de arcilla
100%, con ayuda de donaciones de China
Licitación pública 
0,8

..
No disponible.

a
Posteriormente se denominó The Gambia Groundnut Corporation.  Renacionalizada en 1999.

b
Liquidada en 1996 y reestablecida como empresa de propiedad estatal, Gambia International Airlines.

Fuente:
Government of The Gambia (1999), New Divestiture Strategy and Regulatory Framework.
Cuadro III.3

Liquidaciones, octubre de 2003

Empresa
Sector
Participación estatal
Fecha de liquidación

Seagull Fisheries Cold Stores 
Empresa de almacenamiento y elaboración de pescado
49%
1992

Gambia River Transport Corporation 
Transporte fluvial
100%
1992

Fuente:
Government of The Gambia, 1999.

69. El Gobierno concluyó contratos de resultados con seis empresas de propiedad estatal consideradas "estratégicas", es decir, empresas que habían de seguir siendo de propiedad estatal con el fin de facilitar el logro de determinados objetivos de política social.  Las empresas en cuestión eran las siguientes:  Empresa de Telecomunicaciones de Gambia;  Autoridad Portuaria de Gambia;  Corporación de Transporte Público de Gambia;  Autoridad de Aviación Civil de Gambia;  Corporación de Seguridad Social y Financiación de la Vivienda;  y Empresa de Servicios Públicos de Gambia (actualmente National Water and Electricity Company Limited).  Los contratos de resultados, cuyos principios más importantes se codificaron finalmente en la Ley de Empresas Públicas de 1990, estaban destinados a introducir una disciplina comercial mediante el establecimiento de objetivos en materia de resultados para recompensar o penalizar los resultados de la gestión.  Los contratos estaban también encaminados a aumentar la transparencia financiera de la relación entre el presupuesto central y las empresas de propiedad estatal:  debían presentarse cuentas anuales para controlar las obligaciones en que habían incurrido las empresas ante al Gobierno (y viceversa), y la concesión de subvenciones a las empresas estaba directamente relacionada con el suministro de un bien o servicio que estuviera en consonancia con los objetivos de política social pero que no fuera inviable en sí mismo desde un punto de vista comercial.  El programa de privatización y la aplicación y supervisión de los contratos comerciales se asignaron a la Junta Nacional de Inversiones.

70. El programa de privatización y reforma de las empresas públicas tuvo resultados variados.  Por el lado positivo, contribuyó a la expansión de determinadas actividades, especialmente el comercio al por menor, el comercio al por mayor y los seguros.  Atrajo también inversión extranjera a subsectores como el del turismo.  Por el lado negativo, la transformación de los monopolios públicos en monopolios privados en algunos subsectores (como el de los cacahuetes) contribuyó poco a promover la eficiencia o el aumento del bienestar, al no haber medidas normativas.  Al mismo tiempo, los esfuerzos desplegados para mejorar los resultados de las empresas de propiedad estatal mediante la conclusión de contratos de resultados, en vez de la privatización, tuvieron también resultados variados.  La aplicación fue difícil, ya que la administración de los programas de incentivos resultó compleja y la limitada capacidad de la Junta Nacional de Inversiones redujo sus posibilidades de desempeñar las amplias funciones de supervisión y evaluación que se le habían encomendado.  Aumentaron los atrasos debidos al Gobierno por las empresas de propiedad estatal.
 El golpe de Estado de 1994 dio lugar a la suspensión durante dos años del programa de privatización y reforma de las empresas públicas.  Se puso fin a algunos de los contratos de arrendamiento concluidos por el Gobierno con inversores privados y las empresas afectadas volvieron a estar totalmente bajo control estatal.

71. Tras la adopción de "Visión 2020", el Gobierno emprendió la reanudación de su programa de privatización y reforma de las empresas públicas.  En 1998 se concluyeron memorandos de entendimiento, por 10 años, con las seis empresas estatales que habían estado sujetas a contratos de resultados y en 2001 el Parlamento aprobó la Ley de Enajenaciones, en la que se establece el actual marco jurídico del proceso de privatización (segunda etapa de la reforma de las empresas públicas).  En virtud de la Ley, se estableció un Organismo de Enajenaciones (GDA) con el siguiente cometido:  i) planificar, administrar y aplicar el programa de desinversión del Estado con respecto a las empresas públicas y los intereses públicos;  ii) establecer criterios para la selección de los activos públicos que habían de cederse;  iii) preparar a las empresas públicas para la privatización;  iv) garantizar la coherencia de los procedimientos de enajenación;  y v) evaluar todas las enajenaciones estatales.  El GDA formula recomendaciones a un subcomité de enajenaciones (dependiente del Comité Económico de Alto Nivel) encargado de examinar las consecuencias de política más amplias de esas recomendaciones.  Las decisiones definitivas las adopta el Gabinete.

72. El GDA tiene facultades para adoptar cualquiera de los siguientes métodos de enajenación:  oferta pública de acciones;  venta de acciones mediante colocación directa;  ventas negociadas en la medida en que existan y se hayan ejercido derechos de prioridad
;  venta de activos, incluida la liquidación;  atracción de nuevas inversiones privadas en empresas públicas;  compra por los directivos y empleados;  y arrendamiento o adjudicación de un contrato de gestión.  Como puede verse en el cuadro III.2, la mayor parte de esos métodos se adoptaron ya en la primera etapa del programa de privatización, en 1986-1994.  Una vez adoptada una decisión de enajenación, el GDA está obligado, en virtud de la Ley de Enajenaciones, a publicar en la prensa y en la Gaceta todos los pormenores de cada transacción, con inclusión de las condiciones de venta, los nombres de los licitadores, el nombre del adjudicatario y la base sobre la que se le eligió (incluido el precio al que se realizó la venta).

73. Los procedimientos de licitación no se han codificado formalmente en la Ley de Enajenaciones ni en ningún otro instrumento jurídico.  La práctica actual ha evolucionado sobre la base de los principios contenidos en el documento relativo al marco de política, que, en términos estrictos, no es un instrumento jurídico vinculante.  En la práctica, el GDA publica un aviso de licitación en dos diarios por lo menos y la anuncia en la radio y la televisión dos veces por semana durante tres semanas.  En el caso de empresas que requieren competencia técnica, financiación, tecnología o comercialización extranjeras, se ponen avisos en publicaciones extranjeras y se envían cartas a las oficinas de representación de Gambia en el extranjero y a las oficinas extranjeras de representación en Gambia.  En el documento relativo al marco de política se recomienda que se dé "tiempo suficiente" entre el anuncio inicial de la licitación y la fecha límite de presentación de ofertas.  Las ofertas financieras y las ofertas técnicas se presentan en dos sobres sellados separados y todas las ofertas deben ir acompañadas de un cheque bancario o una garantía bancaria por un importe equivalente al 10 por ciento de la oferta total.  La apertura oficial de las ofertas se realiza en público y se notifica a todas las partes interesadas.  Los posibles licitadores pueden precalificarse sobre la base de los siguientes criterios:  i) historial demostrado de gestión y competencia técnica sólidas;  ii) solvencia financiera;  iii) capacidad para introducir nuevas tecnologías;  iv) intención de ofrecer servicios ampliados o conexos;  y v) intención de introducir divisas para la inversión.  Las ofertas presentadas por licitadores precalificados se evalúan sobre la base de:  i) su valor financiero;  ii) el compromiso del licitador de seguir explotando la empresa;  iii) la viabilidad del plan económico del licitador;  y iv) la medida en que la propuesta ofrece protección de los puestos de trabajo al "máximo nivel económico permisible".  Las negociaciones con los licitadores se realizan por conducto de un comité de negociación integrado por representantes del GDA, el Departamento de Finanzas y Asuntos Económicos, el Departamento encargado de la empresa, el Departamento de Justicia y, si se considera necesario, el sector privado.  La decisión definitiva relativa a la privatización corresponde al Secretario de Estado de Finanzas y Asuntos Económicos.

74. El marco de enajenación establecido por el GDA abarca 16 empresas públicas, divididas en dos grupos.  Las empresas del grupo I son las consideradas de "importancia fundamental" para la economía;  de adoptarse la decisión de privatizarlas, tendrían que sufrir de antemano una importante reforma y, en vista de su actual posición dominante, quedar sujetas a un marco normativo específico posteriormente a la privatización.  De las empresas del grupo I, cuatro -GAMTEL, GCAA, GPTC y NAWEL- son actualmente monopolios legales (de jure), en tanto que la política portuaria del Gobierno ha convertido a la GPA en un monopolio de facto.  Las empresas del grupo II son las que se considera no necesitan la adopción de importantes medidas legislativas o normativas antes de la privatización.  En los cuadros III.4 y III.5 se facilitan detalles de las empresas afectadas y las estrategias propuestas.  En tanto que en el programa de privatización realizado durante los años 1986‑1994 quedaron excluidas desde el principio del proceso de privatización las empresas del grupo I, en el marco actual el Gobierno está considerando la posibilidad de abrir la estructura del capital de las empresas a inversores privados, de realizar una desinversión parcial o total de sus activos y de abrir las actividades correspondientes a la competencia.  La decisión del Gobierno de privatizar o no está supeditada a la realización de estudios específicos y al desarrollo de capacidad normativa, dado su objetivo de evitar sustituir un monopolio público por un monopolio privado sin reglamentación.  No obstante, los progresos realizados hasta la fecha han sido lentos y no se ha finalizado ninguno de los estudios.

Cuadro III.4

Resultados de las empresas públicas del grupo I, 1999-2002

(Beneficios (pérdidas) en millones de dalasis)

Empresa
1999
2000
2001
2002

GAMTEL
32,5
40,5
74,9
70,5

SSHFC
81,5
81,5
87,6
128,4

GPTC
0,5
(8,7)a
(5,8)a
(12,8)

GPA
8,5
23,2
21,3
25,7

NAWEC
9,7
(51,0)
(18,4)
(21,0)

GCAA
(19,4)
(4,4)
(4,4)
(9,1)

a
Pérdidas de explotación.

Fuente:
Información facilitada por las autoridades de Gambia.

75. Se está elaborando legislación para establecer una autoridad normativa multisectorial, que tendría, entre otras cosas, facultades para impartir directrices sobre las tarifas y retribuciones por el suministro de servicios públicos reglamentados, vigilar y hacer cumplir las normas de conducta de las empresas de servicios públicos y promover una competencia leal.  En el proyecto de legislación se prevé el establecimiento de un programa de "actividades reglamentadas", en el que la participación estaría supeditada a la concesión por la autoridad normativa de una licencia a las empresas.  En las licencias figurarían, entre otras cosas, disposiciones en relación con la fijación de precios y se establecerían las condiciones en que la empresa habría de suministrar un servicio dado, y contendrían prescripciones de publicar el modo en que la empresa determinaba sus precios y condiciones de servicio, pagar los derechos y cargas fijados por la autoridad, y facilitar información sobre el funcionamiento a la autoridad normativa.  El incumplimiento se sancionaría con la retirada o suspensión de la licencia;  la autoridad podría también especificar medidas correctivas.  Los servicios públicos no sujetos a licencia tendrían que cumplir, en la medida de lo posible, determinadas prescripciones:  por ejemplo, suministrar el servicio de manera eficiente y no discriminatoria.  En caso de incumplimiento, la autoridad podría obligar al pago de una indemnización.  Los particulares podrían presentar por escrito a las autoridades reclamaciones con respecto a cualquier servicio público.

Cuadro III.5

Empresas del grupo I:  calendario y medidas previstos, octubre de 2003

Empresa
Estructura de propiedad
Actividades
Estrategia y marcos temporales previstos

NAWEC 
Sociedad limitada;  empresa conjunta con SOGEA (Francia, participación del 46%) 
Agua, electricidad y alcantarillado
Desagregación de los servicios;  privatización de los servicios auxiliares (no existen marcos temporales a finales de 2003)

GPA
Empresa pública con un 
100% de propiedad estatal
Operaciones portuarias en Banjul y el puerto interior de Kaur
Privatización de la carga y descarga;  arrendamiento del servicio de manipulación de la carga;  establecimiento de una empresa de arrendamiento de equipo portuario;  taller de contratación exterior para el mantenimiento de vehículos e instalaciones (no existen marcos temporales a finales de 2003)

GAMTEL
Sociedad limitada;  empresa conjunta con la empresa de telefonía móvil de Gambia (75%)
Telefonía e Internet
Desagregación:  GAMTEL será el proveedor de servicios básicos de telefonía;  privatización de servicios con valor añadido (telefonía móvil, radiobúsqueda, Internet, servicios de pago previo);  privatización de servicios auxiliares;  desvinculación de la radiodifusión de las telecomunicaciones (no existen marcos temporales a finales de 2003)

GPTC
Empresa pública con un
100% de propiedad estatal
Servicios de transporte público (por carretera, por vía fluvial, transbordadores)
Empresas conjuntas de transbordadores, transporte fluvial y servicios de autobuses (no existen marcos temporales a finales de 2003)

GCAA
100% de propiedad estatal
Operaciones aeroportuarias;  función de asesoramiento sobre cuestiones normativas de aviación civil
Liberalización de los derechos de tráfico bilateral;  comercialización del terminal del aeropuerto;  transferencia de la función de reglamentación al organismo normativo (no existen marcos temporales a finales de 2003)

Corporación de Seguridad Social y Financiación de la Vivienda
Propiedad de afiliados y contribuyentes
Gestión de la seguridad social y el fondo de pensiones;  financiación de la vivienda
Fomento de la gestión privada del fondo de pensiones;  liberalización de la gestión del fondo de pensiones (no existen marcos temporales a finales de 2003)

Fuente:
Gobernment of The Gambia (1999 y 2003).

76. Se proyecta la redacción de legislación por sectores específicos (capítulo IV 5) ii)) -por ejemplo, en relación con las obligaciones en materia de servicio universal-, que es también una esfera en la que Gambia tiene una gran necesidad de asistencia técnica.  Actualmente muchas empresas de propiedad estatal desempeñan múltiples funciones, cuya desagregación y reanudación por separado son opciones que hay que considerar.  La Ley de Empresas Públicas de 1992 necesita también una actualización, ya que refleja la relación entre el Gobierno y las empresas públicas existente en el período 1986-1994.

77. En los memorandos de entendimiento relativos a las empresas del grupo I se establecen los objetivos empresariales relacionados con el alcance y la naturaleza de los servicios que han de suministrarse, y las obligaciones mutuas del Gobierno y la empresa.  Cada parte debe saldar sus deudas con la otra parte en un plazo de 30 días y el Gobierno se compromete a otorgar subvenciones relacionadas específicamente con el suministro de los servicios convenidos que no se consideren viables desde un punto de vista comercial.  Al comienzo de cada ejercicio fiscal se establecen objetivos en materia de resultados, así como un plan empresarial y un presupuesto, que debe aprobar la Oficina del Presidente.  Los gastos realizados en el marco de las distintas partidas presupuestarias relativas a gastos de capital que sean superiores a la cuantía presupuestada en 250.000 D (o en un 10 por ciento, si esta última cifra resultara inferior) están sujetos a la aprobación del consejo de administración, en tanto que los excesos de 1 millón de dalasis o más requieren la aprobación del Departamento de Finanzas y Asuntos Económicos.  Las tarifas aplicadas a los servicios suministrados por las empresas se establecen de acuerdo con el Gobierno al inicio del ejercicio presupuestario;  sólo se autorizan aumentos de las tarifas, de hasta un 10 por ciento por encima de las acordadas, para cubrir pérdidas resultantes del suministro de servicios comerciales o de las fluctuaciones de los tipos de cambio.  En el marco del sistema de contratos de resultados, la supervisión la realizaba la Junta Nacional de Inversiones;  con arreglo a las disposiciones actuales, la realizan trimestralmente el Departamento de Comercio, Industria y Empleo y el Departamento de Finanzas y Asuntos Económicos.  En los memorandos se establecía un programa de incentivos para los empleados, con un sistema de recompensas y sanciones según los resultados logrados con relación a indicadores convenidos establecidos en el plan empresarial.  Los empleados pueden recibir como bonificación hasta dos meses de sueldo bruto y las sanciones van desde la denegación del incremento salarial anual hasta el despido del director ejecutivo, los directores u otros empleados, y la disolución del consejo de administración.  Según las autoridades, sólo tres de las empresas sujetas a memorandos de entendimiento -la SSHFC, la GPA y GAMTEL- han alcanzado regularmente las metas fijadas.  Los memorandos de entendimiento no parecen haber mitigado el problema de la deuda mutua entre el Gobierno central y las empresas de propiedad estatal:  según las autoridades, ha de ser objeto de vigilancia periódica y compensación mutua.

78. En el cuadro III.6 se facilitan detalles sobre los progresos logrados hasta la fecha en la privatización de las empresas del grupo II y sobre las fechas fijadas como objetivo para las privatizaciones pendientes.  Dada la falta de progresos sustantivos, desde 2001 no se han registrado ingresos resultantes de la privatización.  Normalmente esos ingresos se abonarían en una cuenta especial de desinversión en el Banco Central, con la intención de utilizarlos para reducir la deuda interna.

Cuadro III.6

Empresas del grupo II:  calendario y medidas previstos, octubre de 2003

Empresa
Estructura de propiedad
Actividades
Estrategia y marcos temporales previstos

Gambia International Airlines
Sociedad limitada, 99% propiedad estatal, 1% propiedad de GAMTEL
Operaciones de vuelo;  manipulación de la carga, asistencia a pasajeros, expedición de billetes;  servicios de agencia de viajes
Liberalización de los derechos de tráfico de la compañía aérea nacional, establecimiento de un duopolio en el suministro de servicios de escala

Maintenance Service Agency
Sociedad limitada, 99% propiedad estatal, 1% propiedad de GPTC
Mantenimiento de vehículos e instalaciones;  negocio de chatarra
Cesión por el Estado de su participación en la empresa

National Printing and Stationery Corp.  
100% de propiedad estatal
Servicios editoriales y de imprenta
Privatización (método sin decidir)

Atlantic Hotel 
100% de propiedad estatal
Actividades hoteleras 
Privatización (método sin decidir)

SeneGambia Beach Hotel (SGBH)
Participación estatal del 50% 

Participación de un inversor extranjero del 50%
Actividades hoteleras
Venta de la participación estatal (método sin decidir)

Novotel Kombo Beach Hotel 
Participación estatal
del 37% 

Participación de diversos inversores extranjeros
por un 62,7% 

Participación de inversores privados de Gambia por un 0,3%
Actividades hoteleras
Venta de la participación estatal (método sin decidir)

Banjul Breweries 
Participación estatal
del 19% 

Participación de un inversor extranjero del 81% 
Cerveza y bebidas no alcohólicas
Venta de la participación estatal (método sin decidir)

Kuntaur Rice Mill
100% de propiedad estatal
Molturación y distribución del arroz
Privatización o empresa conjunta

Gambia Post Office
100% de propiedad estatal
Servicios postales y caja de ahorros
Liberalización del sector

Gambia Cotton Company 
Participación estatal
del 40% 

Participación francesa del 60%
Desmotado del algodón
Venta de la participación estatal (método sin decidir)

Fuente:
Gobernment of The Gambia (1999 y 2003).

79. El programa de privatización recibe el apoyo del Banco Mundial en el marco del Proyecto "Trade Gateway"  Se ha otorgado un crédito de 1,8 millones de dólares de los EE.UU. destinado a apoyar, entre otras cosas, la privatización de las empresas públicas de transporte y telecomunicaciones del grupo I y de las empresas públicas del grupo II;  la elaboración de un marco para reducir gastos y para la red de seguridad social;  y la divulgación de información sobre oportunidades de inversión en empresas privatizadas entre los inversores nacionales y extranjeros.

iii) Política de competencia y controles de precios

a)
Política de competencia

80. Hasta el año en curso Gambia no tenía legislación en materia de política de competencia:  la política se aplicará mediante el proyecto de ley sobre la competencia de 2003, que se halla actualmente en espera de aprobación por el Parlamento.  El proyecto de ley abarca el suministro de bienes y servicios en Gambia, y en él se establecen los elementos fundamentales de un régimen de competencia que habrá de administrar una Comisión de la Competencia independiente.  En el proyecto de Ley se prohíben dos tipos de prácticas comerciales restrictivas:  los acuerdos horizontales colusorios y los acuerdos de manipulación de licitaciones, por ser intrínsecamente anticompetitivos.
  La Comisión deberá demostrar que las partes implicadas han infringido esa prohibición, pero no tendrá que demostrar que la infracción tiene efectos anticompetitivos.  Podrá iniciar investigaciones si sospecha que una empresa participa en una práctica prohibida.  El proyecto de ley incluye también disciplinas sobre prácticas comerciales restrictivas que no están prohibidas per se, pero con respecto a las cuales la Comisión tiene el mandato de adoptar medidas correctivas si se demuestra que tienen efectos anticompetitivos.  Las prácticas comprendidas en esa categoría se definen como prácticas comerciales restrictivas sujetas a investigación y entre ellas figuran las siguientes:  

-
acuerdos horizontales no colusorios con arreglo a los cuales las partes deban suministrar el 30 por ciento de los bienes o servicios en el mercado pertinente y que la Comisión tenga motivos razonables para creer que tienen efectos anticompetitivos;

-
situaciones de monopolio, definidas como situaciones en las que una empresa suministre o adquiera el 30 por ciento o más de los bienes y servicios de una determinada descripción;  cuando se trata de tres empresas o menos se utiliza como punto de referencia el 70 por ciento.  La Comisión deberá tener motivos razonables para creer que la conducta de las empresas o la empresa en situación de monopolio tiene por objeto impedir, restringir o distorsionar la competencia, o constituye de cualquier otro modo una explotación de poderes monopolísticos;

-
acuerdos verticales con respecto a los cuales la Comisión tenga motivos razonables para creer que una o varias partes están en situación de monopolio;  y

-
fusiones, cuando una de las partes realice sus actividades en Gambia o sea explotada o controlada por una persona jurídica constituida en Gambia, y cuando cualquiera de las dos partes represente tras la fusión, como proveedor o comprador, el 30 por ciento de un determinado mercado de bienes o servicios;  o cuando una de las partes tenga antes de la fusión una cuota de mercado del 30 por ciento o más como comprador o proveedor.  Además, la Comisión deberá tener motivos razonables para creer que la realización de la fusión puede dar lugar, o cabe esperar dé lugar, a una reducción sustancial de la competencia.  El Secretario de Estado de Comercio, Industria y Empleo, encargado de la administración de la Ley, podrá prescribir reglamentos relativos a la notificación de fusiones, sanciones, plazos para la respuesta de la Comisión a las notificaciones, y la suspensión de la fusión en espera de investigación.

81. Existen las siguientes excepciones a las normas:  actividades de un monopolio legal;  prácticas o acuerdos requeridos o autorizados expresamente por una ley o por un sistema o instrumento establecido por una ley;  prácticas de empleadores o acuerdos en los que éstos sean parte relacionados con la remuneración o las condiciones de empleo del personal;  prácticas, conductas o acuerdos relacionados con la exportación de mercancías de Gambia o el suministro de servicios fuera de Gambia;  acuerdos o conductas relacionados con la protección, el ejercicio, la concesión de licencias o la asignación de derechos en el marco de leyes relativas al derecho de autor, los dibujos o modelos, las patentes o las marcas de fábrica o de comercio, u otros derechos de propiedad intelectual, o que existan en virtud de dichas leyes;  prácticas, conductas o acuerdos aprobados o requeridos en virtud de un acuerdo internacional en el que sea parte el Estado de Gambia;  acuerdos o conductas relacionados con las actividades realizadas en una zona franca bajo el control del Organismo de Promoción de las Inversiones y Zonas Francas de Gambia;  y empresas con un volumen de negocios anual no superior a 250.000 D.

82. Las facultades de investigación de la Comisión abarcan todo tipo de casos y la búsqueda de pruebas para determinar si ha habido o no cumplimiento por parte de las empresas.  El proyecto de ley autoriza a la Comisión a delegar su labor en un departamento de Estado u organismo cuando en la etapa inicial del régimen de competencia no cuente con los recursos necesarios para emprender investigaciones.  En cualquier momento de la investigación la Comisión podrá celebrar una audiencia en la que las partes interesadas puedan expresar sus opiniones;  está obligada a celebrar una audiencia si lo solicita una parte objeto de la investigación.
  La Comisión no podrá imponer una sanción al término de un caso a menos que se haya celebrado una audiencia.

83. Si se constata que una empresa es o ha sido parte en un acuerdo prohibido, la Comisión podrá imponerle las siguientes sanciones y medidas correctivas:

-
directiva en el sentido de que deje de ser parte en el acuerdo o le ponga fin o de que modifique el acuerdo o las partes que infrinjan la prohibición;  y/o

-
imposición de una sanción monetaria cuando el incumplimiento de la prohibición se haya cometido deliberadamente o por negligencia.
  La sanción máxima es del 10 por ciento del volumen de negocios calculado para el período en el que se cometió la infracción.
  En la legislación se prevé la posibilidad de nuevas disposiciones sobre el cálculo del volumen de negocios en los casos en que no se disponga de esa información.  Con respecto a todas las sanciones, debe especificarse la fecha en la que la empresa deberá haber realizado el pago.

84. En los casos en que un acuerdo restrictivo o un monopolio haya sido objeto de una investigación y la Comisión haya determinado que existen efectos desfavorables en la competencia, la Comisión estará autorizada a dictar directivas a la empresa.  Esas directivas tendrán por objeto corregir, mitigar o impedir los efectos desfavorables en la competencia identificados por la Comisión;  o corregir, mitigar o impedir los efectos perjudiciales para los usuarios y consumidores que puedan haberse derivado o que pueda esperarse se deriven de los efectos desfavorables en la competencia.  La legislación contiene una lista ilustrativa de medidas correctivas
, aunque la Comisión puede determinar libremente la directiva, siempre que se considere necesario, razonable y factible.

85. En los casos en que la Comisión haya constatado que una fusión ha causado o es probable cause efectos desfavorables en la competencia, podrá dictar las directivas que considere necesarias, razonables y factibles, con el fin de corregir, mitigar o impedir una reducción sustancial de la competencia y los efectos desfavorables de esa reducción.  En relación con posibles fusiones, las directivas incluyen el bloqueo de la fusión o la imposición de prescripciones de que se cedan los activos o se sigan determinados modos de proceder como condición para permitir que se realice la fusión.

86. En la legislación se prevé la adopción por la Comisión de medidas provisionales para impedir que una parte sufra un daño irreparable o que una empresa que parezca estorbar o distorsionar la competencia adopte medidas que se adelanten a la investigación de la Comisión.  Se prevé asimismo la posibilidad de que una empresa ofrezca promesas o compromisos en relación con su conducta en el futuro, anticipándose a las preocupaciones de la Comisión.  Ésta podrá formular una determinación con respecto a un caso sobre la base de un compromiso, si se atienden plenamente sus preocupaciones en cuanto a la existencia de conducta anticompetitiva.

87. Para hacer cumplir las directivas dictadas o los compromisos convenidos, la Comisión podrá utilizar todas sus facultades de investigación con el fin de determinar si ha habido o no cumplimiento por parte de una empresa.
  Antes de dictar un veredicto de incumplimiento deberá oír a representantes de la empresa.  En caso de incumplimiento, la Comisión deberá solicitar a la División Comercial del Tribunal Superior de Gambia una orden judicial para lograr el cumplimiento.

88. La Comisión deberá publicar los motivos de todas sus decisiones.  Toda decisión adoptada y toda determinación y directiva formuladas por la Comisión podrán ser objeto de apelación por la persona perjudicada por dicha decisión o directiva.
  En las apelaciones han de abordarse cuestiones específicas y, una vez establecidas esas cuestiones, la parte no podrá añadir otras.  Todas las apelaciones se someten a la División Comercial del Tribunal Superior.  Existen dos tipos de apelación:  apelaciones con respecto a decisiones sobre cuestiones comprendidas en el ámbito de los acuerdos prohibidos y apelaciones con respecto a decisiones sobre cuestiones objeto de investigación.  En el primer caso el Tribunal Superior puede examinar todos los hechos y pruebas en los que se basó la Comisión para adoptar sus decisiones, así como el nivel y la proporcionalidad de toda medida correctiva impuesta.  En el segundo caso la función del Tribunal Superior es examinar la proporcionalidad o viabilidad de la medida o las medidas especificadas en la directiva y buscar errores de procedimiento o errores en la evaluación de las pruebas por parte de la Comisión.

b)
Controles de precios

89. En virtud de las disposiciones de la Ley de Control de Precios de 1974, el Secretario de Estado de Finanzas y Asuntos Económicos, en colaboración con el Secretario de Estado de Comercio, Industria y Empleo, tiene facultades para establecer (mediante orden publicada en la Gaceta del Estado) y aplicar controles de precios con respecto a productos o clases de productos.  En la Ley se establece un Comité de Control de Precios encargado de ayudar y se prevé el nombramiento de controladores e inspectores de precios.  En la práctica, la política de aplicación de controles de precios concluyó en virtud del Programa de Recuperación Económica.  En ocasiones se celebran consultas con el sector privado, cuando el Gobierno tiene motivos para estar preocupado por los aumentos de precios, especialmente en el caso de los productos alimenticios.

iv) Propiedad intelectual

90. Gambia es miembro de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) desde 1980 y se adhirió al Convenio de París y al Convenio de Berna en 1992 y 1993, respectivamente.  Es signatario del Tratado de Cooperación en materia de Patentes desde 1997 y miembro de la Organización Regional Africana de la Propiedad Industrial (ARIPO) desde 1985.

91. La legislación en materia de protección de la propiedad intelectual está poco desarrollada en Gambia.  Las principales leyes son la Ley de Propiedad Industrial de 1989, que trata de las patentes, los dibujos y modelos industriales, y las marcas de fábrica o de comercio, y la Ley de Derecho de Autor de 1916.  Las cuestiones relativas a la propiedad intelectual están principalmente a cargo del Departamento de Justicia y el Departamento de Comercio, Industria y Empleo, que se encarga de las negociaciones internacionales sobre asuntos relacionados con la propiedad intelectual.

92. En virtud de las disposiciones de la Ley de Propiedad Industrial, las patentes no se registran en Gambia sino en la ARIPO;  Gambia es parte en el Protocolo de Harare de la ARIPO, con arreglo al cual el examen sustantivo de la patentabilidad lo realiza la Oficina de la ARIPO.  Si se cumplen los requisitos de patentabilidad, el examen crea una presunción de validez de la patente en los territorios designados por el solicitante;  un territorio debe indicar por escrito los motivos para rechazar la validez de la patente en un plazo de seis meses.  La legislación en materia de protección de patentes no abarca los productos agropecuarios ni los productos farmacéuticos, y actualmente Gambia no tiene disposiciones de "presentación anticipada".  Con respecto a los dibujos y modelos industriales, los exámenes de la ARIPO se centran en cuestiones de forma (en contraposición a las cuestiones de fondo examinadas en relación con las solicitudes de patentes).  Si se cumplen esos requisitos, se registra el dibujo o modelo industrial, con lo que se le otorga protección en todos los países miembros de la ARIPO.

93. Las solicitudes de registro de marcas de fábrica o de comercio deben presentarse al Registrador General.  Se concede protección por un período de 10 años a contar de la fecha de presentación de la solicitud y la marca de fábrica o de comercio registrada debe publicarse en la Gaceta nacional.  En la práctica, las limitaciones de capacidad han dado lugar a un atraso de 12 años en la publicación de las marcas de fábrica o de comercio registradas, lo que obstaculiza el cumplimiento de su protección.  No se dispone de información sobre cómo se aborda la no utilización de las patentes ni sobre los procedimientos de renovación de las patentes.  No existen disposiciones en materia de importaciones paralelas o expedición de licencias obligatorias con respecto a las disposiciones en materia de patentes.

94. La aplicación está a cargo de la Oficina del Fiscal General.  Los beneficiarios de la protección pueden iniciar un procedimiento por escrito solicitando al Fiscal General que dicte un mandamiento judicial para impedir una infracción o posible infracción o cualquier otro acto ilícito.  El Fiscal General puede también ordenar el pago de una indemnización o cualquier otra medida de reparación que considere apropiada.

95. La Ley de Derecho de Autor de 1916 fue promulgada por el antiguo poder colonial;  está completamente obsoleta.






� Para que un edificio o lugar pueda utilizarse como depósito, el propietario debe pagar una fianza al Director General de Aduanas y un derecho de licencia de 300 dalasis anuales.





� Clasificación Industrial Internacional Uniforme (CIIU).





� Esta cifra incluye unos 70 millones de dalasis en exenciones otorgadas en el marco de la Ley de Promoción de las Inversiones.  





� Véase FAO (2002).  





� Las autoridades no han facilitado el umbral utilizado actualmente.  





� Cuando el inversor de una zona haya pagado los derechos de importación o el impuesto sobre las ventas al importar cualquier producto en el territorio aduanero, no se harán devoluciones simplemente por el hecho de que las mercancías vayan a trasladarse posteriormente a alguna de las zonas francas.





� Véase Hook, Mallon y McPherson (1995).  





� Se refiere a las empresas parcialmente privatizadas en cuyos estatutos se dispone que, en caso de que una de las partes venda sus activos, se dará prioridad a los otros accionistas existentes.





� En el proyecto de ley se definen los acuerdos como los que se aplican o se tiene intención de aplicar en Gambia, con lo que técnicamente se prevé que las disposiciones abarquen acuerdos no concluidos formalmente en Gambia.  No obstante, se reconoce que, en la práctica, la Comisión no podría establecer jurisdicción a menos que una o varias de las partes interesadas estuvieran registradas legalmente en Gambia.  Actualmente el proyecto de ley no contiene disposiciones en las que se prevea el intercambio de información con las autoridades encargadas de las cuestiones relativas a la competencia en otros países (véase Secretaría del Commonwealth, 2002).





� La Comisión podrá aplazar una audiencia solicitada por una parte objeto de investigación hasta que considere que tiene suficiente información sobre el caso.





� Esta prescripción no es aplicable si una empresa decide no asistir a la audiencia.  





� La intención puede deducirse de documentos, la celebración de reuniones secretas o la destrucción de pruebas.





� Se calcula sobre la base del volumen total de negocios de la empresa.





� La lista consiste en directivas encaminadas a:  poner fin a un acuerdo o modificarlo;  abandonar una práctica o un modo de proceder o modificarlos, incluida una conducta relacionada con los precios;  suministrar bienes o servicios, o conceder acceso a instalaciones;  separarse o desprenderse de empresas o activos;  facilitar a la Comisión información especificada de manera continuada.





� El plazo exacto para el cumplimiento se especificará en un reglamento promulgado por el Parlamento.





� Es decir, "una persona que se considere verdaderamente perjudicada por haberse dictado una orden que lesione sus intereses" o "una persona que se considere legalmente perjudicada, por ejemplo por haber sido privada de algo o por sufrir efectos desfavorables en el derecho a algo".  El Tribunal Superior decide si una persona reúne las condiciones necesarias para presentar una apelación.





� Las partes contratantes de la ARIPO son las siguientes:  Botswana, Gambia, Ghana, Kenya, Lesotho, Malawi, Mozambique, Sierra Leona, Sudán, Swazilandia, Tanzanía, Uganda, Zambia y Zimbabwe.
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Gráfico III.2
Progresividad arancelaria, por partidas de 2 dígitos de la CIIU, 2003

Porcentaje

Fuente: Estimaciones de la Secretaría de la OMC basadas en datos facilitados por las autoridades de Gambia.
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